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FORMULAN REQUERIMIENTO DE INSTRUCCIÓN
Señora Jueza  Federal:

                                 Marcelo Rapoport, Fiscal Federal de Río Grande, Provincia de Tierra del Fuego, Adrián Jorge García Lois, Fiscal General Coordinador de Distrito Tierra del Fuego, Antártida e Islas del Atlántico Sur (Res. PGN 453/15), y  Carlos Gonella, Fiscal General a cargo de la Procuraduría de Criminalidad Económica y Lavado de Activos (PROCELAC) de la Procuración General de la Nación; constituyendo domicilio en la sede de la primera, nos presentamos ante la señora Jueza Federal de Río Grande y decimos:
                                  Que venimos por el presente a formular requerimiento de instrucción de sumario, en los términos de los arts. 180 y 188 del CPPN,  tendiente a investigar los hechos emergentes de la denuncia penal  formulada por Héctor Marcos Timerman –en su carácter de  Ministro de Relaciones Exteriores y Culto de la Nación- y Julio Miguel De Vido –en su carácter de Ministro de Planificación Federal, Inversión Pública y Servicios de la Nación-, con el patrocinio de la Procuradora del Tesoro de la Nación, Dra. Angélica María E. Abbona, y otros que pudieran establecerse a partir del curso de la investigación que se promueve  por este dictamen,  con el objeto de establecer la existencia de uno o más hechos delictivos de acción pública, mediante las diligencias conducentes al descubrimiento de la verdad, las circunstancias agravantes y atenuantes,  la individualización de los autores y partícipes, y la comprobación de la extensión del daño causado,  de conformidad con las previsiones del art. 193 CPPN. 
                                1.-   Relación circunstanciada de los hechos:
                              Conforme  se denuncia, distintas empresas extranjeras (1.- Falkand Oil and Gas Limited –en adelante FOGL-,  2.- Edison International SPA, 3.- Noble Energy Inc. y su filial Noble  Energy Falkland Limited, 4.- Premier Oil plc y 5.- Rockhopper Exploration plc)  habrían desarrollado y se encuentran desarrollando en la actualidad actividades ilícitas de exploración, búsqueda y eventual extracción de hidrocarburos en el Océano Atlántico, en proximidades de las Islas Malvinas –área que forma parte de la plataforma continental argentina-, sin contar con autorización, concesión o permiso alguno otorgado por la autoridad competente argentina, en infracción a los tipos penales contenidos en el art. 7 de la ley 26.659, reformada por la ley 26.915 (B.O. 9/12/2013), y contraviniendo los derechos soberanos y exclusivos de exploración y explotación de la República Argentina sobre su plataforma continental, al mismo tiempo que producen una significativa afectación de los recursos naturales que pertenecen al patrimonio inalienable e imprescriptible del Estado Nacional. 
Cabe aclarar que, más allá de las individualizadas precedentemente, la denuncia hace mención también a diferentes sociedades que, directa o indirectamente, habrían efectuado y/o estarían efectuando aportes de diversa índole a la maniobra delictiva que nos ocupa, a saber: a) Pretoleum Geo-Services (PGS): la cual mediante los buques de sus propiedad “PGS M/V Ramford Sterling”, “PGS Ramform Titan” y “Falcon Explorer”, habría realizado tareas de relevamiento y análisis de datos estratégicos para la evaluación de la sustentabilidad de los yacimientos; b) Desire Petroleum p.l.c.: que habría suministrado datos sísmicos de utilidad y cuyo capital habría sido adquirido en 2013 por FOGL; c) Neptune EHF: propietaria del buque oceanográfico “MV Poseidon”, el cual habría sido utilizado por FOGL para llevar adelante estudios geoquímicos y de líneas de base ambientales; y d) Ocean Rig: dueña de la plataforma semisumergible “Eirik Raude”, con la cual se estarían realizando tareas de perforación en el lecho submarino.
                                                Asimismo, la investigación que por el presente se propicia también deberá determinar si, eventualmente, como consecuencia de los hechos narrados o de otros que pudieren resultar conexos, se estaría verificando la comisión de acciones mediante las cuales, utilizando residuos peligrosos, se contaminare de un modo peligroso para la salud, el suelo, el agua, la atmósfera, o el ambiente en general, y si las actividades ilícitas de exploración y explotación  podrían significar contrabando por importación o exportación de bienes en infracción a las leyes aduaneras de nuestro país, al sustraer del contralor aduanero, el ingreso de bienes necesarios para la realización de aquellas actividades y el eventual egreso del producido de las mismas. 
                                                Seguidamente, en aras de lograr un mejor orden expositivo, y sin perjuicio de la descripción genérica precedente de los hechos  traídos a consideración, y no obstante –claro está- las calificaciones legales que en definitiva pudieren corresponder,  analizaremos de manera particular  el contenido, la extensión  y las consecuencias jurídicas del despliegue de  cada una de las actividades ilícitas hasta la fecha detectadas a partir de la información recopilada por los organismos competentes de nuestro país,   así como los elementos de juicio en que se basa la denuncia, y la participación tanto de personas físicas como jurídicas en las mismas.

                                                   1.1.-  Infracción a los   tipos penales contenidos en el art. 7 de la ley 26.659, reformada por la ley 26.915 (B.O. 9/12/2013).
                                                 Conforme se denuncia, la compañía  FOGL, cuya actividad principal se circunscribe a la exploración y eventual explotación de hidrocarburos costa afuera, en zonas próximas a las Islas Malvinas,  habría llevado a cabo durante el curso del año 2013, de acuerdo a los comunicados de la empresa,  actividades de exploración, consistentes en al menos tres campañas de prospección sísmica  3 D, operadas por Noble Energy Inc., en el marco de subcontrataciones  -o acuerdos farm out- suscriptos por FOGL con ésta y con Edison International S.p.A.
, y que habrían sido llevadas adelante por Petroleum Geo-Services, contratada por FOGL.

                                                FOGL ha destacado que el análisis de los datos sísmicos recolectados en dichas campañas facilitaría la realización de un mapeo detallado de las áreas promisorias y permitiría determinar la localización de los pozos para el programa de perforación que ya se encontraría en curso según comunicados de prensa  fechados el 3 y el 5 de marzo de 2015. 

                                              La primera de las tres campañas realizadas durante 2013 se desarrolló sobre el complejo denominado “Diomedea”, que es una formación de mediados del período cretácico situada a unos 150 km  al sudeste de  Puerto Argentino, oportunidad en la cual el buque PGS M/VRamformSterling adquirió datos sísmicos respecto de 5.235 kilómetros cuadrados, identificándose grandes áreas promisorias.
 FOGL  anunció en febrero de 2015 que continúa interpretando los resultados finales de los datos sísmicos adquiridos que podrían estar disponibles hacia fines de marzo de 2015.

                                               La segunda campaña fue llevada adelante por el mismo buque entre abril y junio de 2013, en el área denominada Cretaceous Falut Block, localizada aproximadamente a 200 km al sur de Puerto Argentino, a resultas de la cual se obtuvieron datos sísmicos de 1.108 kilómetros cuadrados; la empresa anunció en febrero de 2015 que continuaba la interpretación de los datos sísmicos. 

                                                La tercer campaña  tuvo lugar entre octubre de 2013 y febrero de 2014 en la formación de mediados del período cretácico denominada “Hersilia” ubicada al norte de la cuenca austral de Malvinas, y fue realizada por el buque PGS Ramform Titan, en la cual se recolectaron datos sísmicos respecto de 5.747 kilómetros cuadrados; en febrero de 2015 la empresa FOGL señaló que continuaba la interpretación de los datos disponibles con miras a definir la mejor opción  durante el programa de exploración que se inicia en marzo de 2015.
 La Prefectura Naval Argentina realizó el seguimiento satelital del derrotero de los buques de investigación sísmica involucrados en esta campaña –Ramform Titan y Falcon Explorer, ambos propiedad de la empresa PGS- y obtuvo registro de su posicionamiento en aguas jurisdiccionales argentinas entre octubre de 2013 y febrero de 2014. 

                                      Como resultado de las tres campañas se adquirieron datos sísmicos 3 D de alta calidad respecto de más de 12.000 km cuadrados, los que, sumados a los 4.200 km cuadrados de datos previamente adquiridos en la cuenca al norte de las Islas Malvinas por Desire Petroleum plc  -empresa cuyo capital social fue adquirido en su totalidad por FOGL en 2013- fueron utilizados por FOGL  para optimizar y seleccionar los objetivos del programa de exploración que comenzó a desarrollarse en marzo de 2015.
 A partir del programa realizado, la empresa espera que la próxima ronda de perforación se enfoque en recursos brutos potencialmente recuperables de más de mil millones de barriles de petróleo. 

                                      Por su parte, durante 2013 FOGL también llevó adelante estudios geoquímicos y de líneas de base ambientales mediante el buque oceanográfico MV Poseidón –propiedad de Neptune EHF-, que habría recogido muestras del lecho marino de las tres áreas  al sur de las Islas Malvinas en las que se efectuó la prospección sísmica 3 D, y luego en el área “Isobel/Elaine” en la cuenca al norte de las islas. La Prefectura Naval Argentina realizó el seguimiento satelital de dicho buque y obtuvo registro de su posicionamiento en aguas jurisdiccionales argentinas entre diciembre de 2013 y mayo de 2014. 

                                         En otro orden de ideas, y tal como se desprende de la propuesta de “combinación recomendada” de FOGL con Desire Petroleum plc y de subcontratación con Premier Oil plc y Rockhopper Exploration plc con respecto a ciertas áreas ubicadas en la cuenca norte de las Islas Malvinas, la empresa FOGL emitió un comunicado informando que contaba con los recursos económicos para culminar el plan de perforación de cinco pozos previsto para el período 2015.

                                         Conforme se denuncia, en la cuenca al sur de las Islas Malvinas  -donde FOGL tendría una participación del 52.5 %-  se realizarían dos perforaciones operadas por Noble Energy Inc.; mientras que en la cuenca norte –donde la participación de dicha empresa sería del 40%-  se llevarían a cabo otras dos perforaciones operadas por Premier Oil plc. Asimismo, FOGL tiene programada también la perforación de un quinto pozo en un localización a definir a resultas de los datos 3 D recabados durante las campañas de 2013.
 
                                          A tal fin, y en punto a los acuerdos societarios involucrados en los hechos traídos a conocimiento, debe destacarse que, según se denuncia, FOGL  contaría con el apoyo de otras de las empresas mencionadas, en virtud del contrato de “combinación recomendada” –celebrado el 3/10/13 y convalidado judicialmente el 5/12/13- entre la nombrada y Desire Petroleum plc  -por el cual aquella habría adquirido el capital social de esta última-  y los subcontratos de farm out celebrados con Premier Oil plc y Rockhopper Exploration plc, como así también los celebrados en 2012 con Noble Energy inc. y Edicson International spa para explorar las cuencas al este y al sur de las Islas Malvinas. Asimismo, la compañía Noble Energy inc. adquirió el 35% de las participaciones de FOGL  en la explotación sobre el flanco norte de la cuenca al sur de las Islas Malvinas (excepto las áreas promisorias “Loligo” y “Nimrod-Garrodia”) y el 35% de las participaciones en el franco sur de la misma cuenca. También se destaca el acuerdo celebrado en junio de 2012 entre FOGL y Edison International Spa, mediante el cual ésta adquirió el 25% de las participaciones de FOGL en las actividades de exploración y eventual explotación ulterior en el flanco norte de la cuenca austral, y el 12.5% de las participaciones que posee en el flanco sur de la misma cuenca. 
                                             Con respecto al plan de perforaciones en curso, FOGL informó que durante 2013 Noble Energy Inc. realizó consultas a efectos de contratar una plataforma para llevar adelante su programa de perforación, e inició conversaciones con otros operadores para reducir los costos de movilización de la plataforma y de otros servicios asociados. En tal virtud, Noble Energy Inc.  contrató al dique flotante Noble Frontier, que a la fecha de la denuncia y según ésta, se encontraría en Puerto Argentino. 

                                          Asimismo, el 4 de junio de 2014,  FOGL, Premir Oil plc y Rockhopper Exploration plc, cada una, confirmaron  la contratación conjunta de una plataforma  semi-sumergible para la campaña de exploración a realizarse en 2015, que será provisto por la empresa Ocean Rig, a través de la plataforma Erik Raude, que a tal efecto ya se encontraría en destino. Se señala que se prevén perforar seis pozos como mínimo, durante un período estimado en 260 días a partir del primer trimestre de 2015.

                                        En efecto, se planea la perforación de cuatro pozos durante 2015 en la cuenca norte operados por Premier Oil plc: uno para estimar la extensión, las reservas, la posible tasa de producción y las propiedades del petróleo en la fracción “Zebedee” del yacimiento denominado “Sea Lion”, y los restantes se llevarían a cabo en áreas promisorias denominadas “Isobel Deep”, “Jane East”  “Chatham”. En la cuenca sur se prevé perforar dos pozos en aguas profundas, que serían operados por Noble Energy Inc: el primero en “Humpback” y el restante se definiría a finales de marzo de 2015.
 El 3 de marzo del corriente FOGL anunció que la plataforma Eirik Raude se desplazaría al sitio denominado “Zebedee” para comenzar la perforación del primero de los seis pozos (la secuencia de perforación sería de dos pozos en la cuenca norte, seguido de uno al sur de las Islas Malvinas, luego dos pozos más en la cuenca norte y el último pozo nuevamente en el sur). 
 El 6 de marzo de 2015 la plataforma comenzó la perforación del primer pozo, que duraría alrededor de 30 días, operado por Premier Oil. 

En definitiva, existen sobradas evidencias que permiten aseverar que, al menos desde el mes de diciembre del año 2013 y hasta el presente, las nombradas empresas se encuentran realizando actividades relativas a la búsqueda y  también extracción de hidrocarburos, de la plataforma continental argentina, sin contar con la correspondiente autorización de las autoridades competente de este país.
                                         1.1.1.- Derecho aplicable:
                                        La Disposición Transitoria Primera de la Constitución Nacional, establece que “La Nación Argentina ratifica su legítima e imprescriptible soberanía  sobre las Islas Malvinas, Georgias del Sur y Sandwich del Sur y los espacios marítimos e insulares correspondientes, por ser parte integrante del territorio nacional. La recuperación de dichos territorios y el ejercicio pleno de la soberanía, respetando el modo de vida de sus habitantes, y conforme a los principios del Derecho internacional, constituyen un objetivo permanente e irrenunciable del pueblo argentino”.
                                          Por su parte, la Organización de las Naciones Unidas, ha dictado resoluciones en las cuales insta a la República Argentina y al Reino Unido, a abstenerse de adoptar decisiones unilaterales sobre la región (art. 4. De la res 31/49 dispuesta por la Asamblea General el 1 de diciembre de 1976).
                                          Dicho lo anterior, y con independencia de la subsunción legal de los hechos precedentemente relatados, conforme ha sido puntualizado ut supra,  cabe tener presente que la ley nro. 23968 (B.O. 5/12/1991) delimita los espacios marítimos en los que la República Argentina ejerce soberanía y/o derechos de soberanía. El artículo 6 establece que la plataforma continental  “….comprende el lecho y el subsuelo de las áreas submarinas que se extienden más allá de su mar territorial y a todo lo largo de la prolongación natural de su territorio hasta el borde exterior del margen continental, o bien hasta una distancia de doscientas (200) millas marinas medidas a partir de las líneas de base  que se establecen en el art. 1 de la presente ley, en los casos en que el borde exterior no llegue a esa distancia”. En idénticos términos lo establece el art. 76 inc. 1 de la Convención de Naciones Unidas sobre Derechos del Mar, instrumento que entró en vigor para la República Argentina el 31 de diciembre de 1995, por haberla aprobado mediante ley nro. 24543 y ratificado el 1° de diciembre de 1995, de modo tal que la definición legal precedente es plenamente conforme al derecho internacional vigente. 
                                       Así, la República Argentina ejerce derechos exclusivos de soberanía sobre su plataforma continental, a los efectos de la exploración y de la explotación de los recursos naturales. La relevancia de que los derechos de soberanía sobre la plataforma continental resulten exclusivos reside en que aún en el caso de que la República Argentina no explore la plataforma continental o no explote sus recursos naturales, nadie puede emprender tales actividades sin expreso consentimiento de la República Argentina (cfr. artículo 77.2 de la citada convención). Además, los derechos sobre la plataforma continental son independientes de su ocupación real o ficticia, así como de toda declaración expresa (cfr. artículo 77.3 de dicha convención). A su vez, conforme el artículo 81 de la misma el Estado ribereño tiene el derecho exclusivo de autorizar y regular las perforaciones que con cualquier fin se realicen en la plataforma continental.

                                          En este contexto, la República Argentina sancionó la ley nro. 26.197 (B.O. 3/1/2007) que reafirma que los yacimientos de hidrocarburos líquidos y gaseosos situados en la plataforma continental pertenecen al patrimonio inalienable e imprescriptible del Estado Nacional cuando éstos se hallaren a partir de las 12 millas marinas medidas desde las líneas de base establecidas por la ley nro. 23.968, hasta el límite exterior de la plataforma continental. La normativa en cuestión, también refiere a las Resoluciones S.E. Nros. 407/2007 y 194/2013 de la Secretaría de Energía de la Nación y el Decreto nro. 256/2010.

                                          A partir de ello, resulta evidente que ninguna persona de existencia visible o jurídica, nacional o extranjera, puede desarrollar actividades hidrocarburíferas sobre la plataforma continental argentina –ya sea que ellas impliquen la exploración o la explotación de los respectivos recursos-, sin contar con la pertinente habilitación de la Secretaría de Energía dependiente del Ministerio de Planificación Federal, Inversión Pública y Servicios. El incumplimiento de esa regla debe aparejar sanciones tanto de carácter administrativo como penal, respecto de las empresas Falkand Oil and Gas Limited – FOGL-,  Edison International SPA, Noble Energy Inc. y su filial Noble Energy Falkland Limited, Premier Oil plc y Rockhopper Exploration plc.
                                               De tal suerte que los tipos penales contenidos en la ley 26.659 –modificada por Ley nro. 26.915 (B.O. 9/12/2013)-, en lo sustancial, sancionan los delitos de exploración y explotación no autorizada de hidrocarburos en la plataforma continental argentina, así como las restantes normas  contenidas en la misma son contestes con aquella normativa internacional y nacional.

                                             Las actividades de exploración no autorizadas, llevadas a cabo en miras a la explotación de hidrocarburos localizados en la plataforma continental argentina, importan la realización de conductas tipificadas y reprimidas por la ley nro. 26.659, con las modificaciones introducidas por la ley nro. 26.915; se trata de delitos contra la propiedad estatal, ya que inciden sobre el Estado Nacional en tanto titular del dominio inalienable e imprescriptible de los yacimientos de hidrocarburos líquidos y gaseosos situados en su plataforma continental (cfr. Art. 1 de la ley 17319, texto según el artículo 1° de la ley nro. 26197).

                                          La exploración como paso previo a la explotación de hidrocarburos, implica necesariamente la extracción con la finalidad de verificar la calidad de aquéllos, y las condiciones de una futura explotación.

                                            Por lo expuesto, y en atención a los elementos de análisis hasta aquí reunidos respecto del accionar desplegado por las empresas ya referidas, se puede afirmar prima facie que estaríamos frente a hechos susceptibles de ser encuadrados en las hipótesis previstas por los arts. 7, 8 y 9 de la ley 26.659, texto según arts. 1, 2 y 3 de la ley 26.915, dado que no es posible descartar que ya se haya comenzado a extraer hidrocarburos en alguna de las cuencas mencionadas.
                                           1.1.2.- Actuaciones labradas por la autoridad de aplicación:
                                          Conforme surge de los términos de la denuncia formulada,  la autoridad administrativa competente en el ámbito nacional, es decir, la Secretaría de Energía, ha substanciado las actuaciones correspondientes en el marco de su incumbencia a raíz de la operatoria ilegal que se encuentran realizando las empresas supra referenciadas. 

                                           Como resultado de ello, la autoridad de aplicación procedió a declarar ilegales las actividades desarrolladas en la plataforma continental argentina por-entre otras empresas- FOGL, Desire Petroleum plc y Rockhopper Explortion plc, mediante las Resoluciones S.E. nros. 128, 130 y 131, respectivamente, del 23 de mayo de 2012 (B.O. 04/06/2012). 

                                           A su vez, en los citados actos administrativos se declara clandestinas a las empresas por desarrollar actividades hidrocarburíferas en territorio de la República Argentina sin contar con la debida habilitación.

                                        Vencidos los plazos establecidos por la Secretaría de Energía sin que mediase respuesta alguna por parte de las empresas, dicho organismo procedió mediante Resoluciones Nros. 457 y 459 de fecha 13 de agosto de 2013 (B.O. 23/8/2013); y Resolución nro. 476/2013 de fecha 13 de agosto de 2013 (B.O. 04/09/2013), a inhabilitar por el término de 20 años a las empresas supra referenciadas para desarrollar actividades en la República Argentina, conforme lo establece el artículo 3° de la ya referida ley nro. 26.659.

                                          De igual manera, y tras la suscripción de un contrato farm out  entre la empresa Premier Oil plc –con sede en el Reino Unido- y Rockhopper Exploration plc –ya declarada clandestina e ilegal por la Secretaría de Energía- mediante el cual la primera de ellas adquirió un porcentaje de las participaciones de Rockhopper Exploration plc  en la cuenca al norte de las Islas Malvinas, la autoridad de aplicación declaró clandestina a la empresa  Premier Oil plc e ilegales las actividades que ésta realizaba en la plataforma continental argentina, mediante la Resolución nro. 260 de fecha 13 de mayo de 2013 (B.O. 22/05/2013).

                                          Posteriormente y vencido el plazo dispuesto por la autoridad de aplicación sin que mediase respuesta de parte de la empresa, la Secretaría de Energía, mediante Resolución nro. 481 de fecha 02 de septiembre de 2013 (B.O. 06/09/2013) procedió a inhabilitar por el término de 15 años a Premier Oil plc para realizar actividades en la República Argentina, ello, en base al mencionado artículo 3 de la ley nro. 26659.

                                           Por otro lado, resta destacar las acciones administrativas seguidas contra Noble Energy Inc y su asociada Noble Energy Falklands Limited, y contra Edison International Spa. Al respecto, en agosto de 2012 el Ministerio de Relaciones Exteriores y Culto informó a la Secretaría de Energía la existencia de un acuerdo “farm-out” entre la empresa FOGL –declarada ilegal y clandestina mediante Resolución S.E. nro. 128 del 23 de mayo de 2012- y Noble Energy Falklands Ltd, filial de la empresa Noble Energy Inc , para operar en ciertas áreas de la plataforma continental argentina. Ante esta situación, la Secretaría de Energía comprobó que la última de las nombradas  se halla incursa en la misma situación de ilegalidad y clandestinidad que FOGL, por estar directamente vinculada con operaciones hidrocarburíferas que se realizan en una zona bajo la soberanía de la República Argentina, al margen de lo que disponen sus leyes reglamentos.

                                     Asimismo, la Secretaría de Energía verificó que el capital accionario de la compañía Energy Development Corp. (Argentina) Inc –inscripta bajo el nro. 304 en el Registro de Empresas de Exploración y Explotación de Hidrocarburos, Sección Empresas No Operadoras, creado por el Decreto nro. 5906/67-, es enteramente de propiedad de Noble Energy Inc, razón por la cual aquella (Energy…) quedaría también alcanzada por las prohibiciones y sanciones que establece la Ley nro. 26659 y la Resolución S.E. 407/07 y su modificatoria Resolución S.E. nro. 194/2013, por cuanto su accionista, a través de su filial, desarrolla actividades y/o ha contratado para desarrollar actividades hidrocarburíferas en la plataforma continental argentina, que han sido declaradas ilegales y clandestinas por la República Argentina.  Por ello, la Secretaría de Energía –al igual que en situaciones anteriores- comunicó mediante Nota S.E. Nro. 1207 de fecha 8 de marzo de 2012 a la nombrada la mencionada circunstancia, que realizó el descargo correspondiente conforme surge de fs. 39/48 del expediente CUDAP: EXP-S04:0055736/2014, que se acompaña a la denuncia. Por tanto, la  Secretaría de Energía remitió al Ministerio de Relaciones Exteriores y Culto, con la solicitud de que sean diligenciadas, las pertinentes notas comunicando a la empresa Noble Energy Inc. y su afiliada Noble Energy Falklands Ltd, la situación de ilegalidad en que se encontrarían, de acuerdo con lo estipulado por ley nro. 26659.

De igual manera, y mediante Nota SEREE nro. 70 de fecha 13 de junio de 2013, el Ministerio de Relaciones Exteriores y Culto informó a la Secretaría de Energía sobre la suscripción de un acuerdo “farm-out” entre las empresas FOGL y  Edison International Spa, con sede en Italia, para operar una parte de las ilegítimas actividades de exploración emprendidas por FOGL en las Islas Malvinas.

                                      En ese sentido, se destacan en la presentación a estudio, las Notas SE nros. 646, 647 y 648 de fecha 29 de octubre de 2014 y nro. 969 de fecha 03 de diciembre de 2014. Mediante la primera de ellas, la autoridad de aplicación procedió a notificar –con fecha 12 de diciembre de 2014- a la empresa Noble Energy Falklands Ltd, para que en el plazo de diez días a partir de la recepción de la misma, se presente y formule el descargo que estime corresponder. Ello así, por cuanto sus actividades encuadrarían en los ilícitos reprimidos por los arts. 2, 7, 8, y 9 de la ley 26659 texto según ley 29615. A su vez, mediante Notas SE nros. 647 y 648 dirigidas a la compañía Noble Energy Inc., el organismo competente notificó –con fecha 11 de diciembre de 2014- a la empresa señalada para que se expida a los mismos fines y efectos en su anterior Nota SE nro. 646. El 19 de diciembre de 2014 dicha empresa formuló una respuesta reconociendo la vinculación contractual de su filial Noble Energy Falklands Ltd, con FOGL.

                                          De igual modo, mediante Nota SE NRO. 969 cursada a la empresa  Edison International Spa –notificada el 5 de diciembre de 2014- la Secretaría de Energía intimó a ésta a que en el plazo de diez días desde la recepción de la misma, ejerza las defensas que a su entender mejor correspondan. En ningún momento la indicada empresa formuló alguna respuesta.

                                         A resultas de las actuaciones administrativas referenciadas, se advierte, pues, que no media autorización alguna por parte de la autoridad de aplicación para que las empresas mencionadas desarrollen actividades de exploración y/o explotación de hidrocarburos en la plataforma continental argentina.
1.1.3.-  Conocimiento y voluntad de ejecución de las conductas ilícitas.
Lo hasta aquí expuesto, entonces, permite afirmar, al menos con al alcance previsto por el art. 294 CPPN, que las personas físicas responsables de las empresas que llevan adelante la exploración y explotación de hidrocarburos en la región, tienen conocimiento de la ilegalidad para el Estado Argentino de las maniobras que están llevando a cabo, no obstante lo cual han decidido deliberadamente continuar con la ilicitud de sus conductas.

Lo relevante para el caso es que está debidamente acreditado con la documentación adjunta a la denuncia, que ninguna autoridad competente de la República Argentina ha otorgado autorización para la exploración que vienen realizando y la explotación que se presume se comenzó a realizar o se está programando hacer en forma inminente.

No existe la menor duda desde el punto de vista de la legislación argentina, respaldada por el Derecho Internacional (como la Convención de Naciones Unidas sobre el Derecho del Mar –aprobada por ley 24.543-, resoluciones de la ONU –A/RES/31/49 de la Asamblea General-, entre otras), como también por numerosas resoluciones de organismos multinacionales, la jurisdicción que la República Argentina tiene sobre la región del Océano Atlántico donde se están ejerciendo las conductas típicas y antijurídicas por parte de las empresas mencionadas.

Esta circunstancia, además, es conocida públicamente por las personas físicas que decidieron realizar estas actividades ilícitas; sobre todo porque cuentan con organismos asesores dentro de dichas sociedades, como para hacer el necesario estudio de requisitos jurídicos para tamaño emprendimiento, presente también la envergadura de las empresas que se tratan. Pero también, porque conforme ya señaláramos, algunas de las empresas denunciadas han sido sancionadas por las autoridades argentinas, por este mismo motivo, con multas e inhabilitaciones para desarrollar actividades en el territorio. Y no obstante ello, han continuado delinquiendo deliberadamente, persistiendo en una conducta que saben que está prohibida.
                                             1.2.- Infracción a los tipos penales contenidos en la ley 24.051 (Ley de Residuos Peligrosos)
                                             Como quedara dicho al inicio de esta presentación, sin perjuicio de los ilícitos que prima facie se estarían cometiendo en infracción a la mencionada ley de hidrocarburos, también se requiere la instrucción de sumario tendiente a investigar si eventualmente se estarían verificando los ilícitos que reprime la ley nro. 24.051 (Ley de Residuos Peligrosos) en sus artículos 55 y siguientes. 

                                          Cabe recordar que dicha normativa reprime a quienes utilizando residuos de aquélla índole, contaminare de un modo peligroso para la salud el suelo, el agua, la atmósfera o el ambiente en general.

                                         En ese sentido, la exploración y explotación de hidrocarburos al margen de todo contralor por parte de las autoridades competentes del Estado argentino, podría dar lugar a situaciones susceptibles de ser encuadradas en las normas punitivas antes mencionadas (en particular, apartado Y9 del Anexo I de la ley nro. 24.051).

                                          1.3.- Infracción a los tipos penales contenidos en el Código Aduanero

                                De igual manera, las actividades ilícitas de investigación, exploración y eventual explotación por parte de las mencionadas compañías conllevan, por un lado, el ingreso al territorio argentino de bienes de capital y de uso necesarios para su puesta en práctica; y, por otro, el hipotético egreso del territorio nacional de hidrocarburos extraídos del subsuelo marino. 

El Código Aduanero define a la importación como la introducción de mercadería al territorio aduanero y a la exportación como su extracción desde aquél
. Tomando como punto de partida esta delineación conceptual, debe precisarse que, si bien para nuestra legislación el mar territorial argentino no forma parte del territorio aduanero
 -de lo que podría concluirse que las actividades mencionadas no configurarían operatorias de importación y exportación en los términos referidos-, lo cierto es que el propio Código Aduanero determina como un caso especial de exportación (para consumo) la extracción de mercadería efectuada desde el mar argentino, el lecho o subsuelo submarinos sometidos a la soberanía nacional, entre otros, con destino al extranjero.

Por otro lado, es importante advertir -como correctamente se señala en la denuncia- que, a pesar de que las normas citadas no establecen un supuesto similar para el ingreso de mercadería desde el extranjero a aquella zona
, los arts. 588 y 589 del Código Aduanero delegan en el Poder Ejecutivo la determinación de un régimen de aranceles y prohibiciones, y la reglamentación de las formalidades necesarias para ingresar mercadería desde el exterior a dicho ámbito geográfico.

En este sentido, mediante la Resolución nro. 3277/96 de la -por entonces- Administración Nacional de Aduanas (A.N.A.), se determinó que los artefactos navales destinados a la investigación, exploración y/o explotación y otras actividades en el mar territorial argentino, en el lecho o subsuelo submarinos sometidos a la soberanía nacional, entre otros, o destinadas al mantenimiento de las condiciones de navegación en los ríos internacionales, deberían presentar la documentación establecida en el art. 135 de la ley 22.415 (art. 1° de la citada Resolución). 
Además, en los últimos años, a partir de la sanción del Decreto N° 256/10
, se dispuso que todo buque o artefacto naval que se propusiera transitar entre puertos ubicados en el territorio continental argentino y puertos ubicados en las Islas Malvinas, Georgias del Sur y Sandwich del Sur o atravesar aguas jurisdiccionales argentinas en dirección a estos últimos y/o cargar mercaderías a ser transportadas en forma directa o indirecta entre esos puertos, debería solicitar una autorización previa expedida por la autoridad nacional competente.
Sobre la base de lo expuesto en este punto, cabe concluir que el ingreso y egreso de mercadería hacia y desde los archipiélagos en cuestión (incluyendo los mares circundantes) constituirían importación y exportación, respectivamente, en los términos del Código Aduanero.

A todo lo hasta aquí reseñado, cabe agregar que los bienes de capital y de uso (buques y artefactos navales) utilizados para el desarrollo de las tareas de exploración constituyen –sin lugar a dudas- mercadería en los términos del art. 10 y 11 del Código Aduanero
, del mismo modo que los hidrocarburos
 que, de acuerdo la denuncia presentada, se pretenderían extraer.

En tales condiciones, se advierte que, en lo que respecta al ingreso de bienes sin la debida autorización ni control del servicio aduanero argentino podría constituir el delito previsto por el art. 864, inc. a), del Código Aduanero, en su modalidad de importación, en la medida que la falta de presentación de la documentación requerida por la normativa reseñada, el desconocimiento de la jurisdicción argentina y, por ende, de la autoridad aduanera nacional, constituye un caso de sustracción al control que a dicho órgano corresponde ejercer
.

En cuanto a la posible comisión del delito de contrabando de exportación, si bien los presupuestos fácticos que hacen a su configuración resultan análogos, es necesario efectuar ciertas consideraciones. 

De acuerdo a lo manifestado en la denuncia, las compañías mencionadas habrían comenzado la perforación del primer pozo exploratorio en el mes de marzo del año en curso y tendrían planificado llevar adelante actividades de idéntica naturaleza en otras cinco ubicaciones situadas en las cuencas norte y sur de las Islas Malvinas.

Entonces, dada la naturaleza de la actividad ilícita que se propone investigar a partir del presente impulso de la acción penal pública, resulta evidente la intención de las empresas de obtener hidrocarburos con el objeto de trasladarlos a terceros países, por lo cual no puede descartarse –cuanto menos en este estado incipiente de la investigación- que aquel material haya sido retirado de la zona de extracción y, por ende, que el supuesto delictual en cuestión se haya configurado. 

Es importante destacar que, según las variantes que pudieran presentar los hechos, podrían configurarse también algunas de las agravantes establecidas por el art. 865 del Código Aduanero
. En tal sentido, debe notarse que entre las circunstancias determinadas por aquel artículo como fundamentos de agravantes se encuentra la cantidad de personas involucradas (3 o más) y el hecho de que el valor de la mercadería supere los tres millones de pesos
, las que, dada la naturaleza de las actividades implicadas -empresariales, científicas, marítimas, etc.-, así como las características de la mercadería involucrada, no deben ser a priori descartadas. 
                                      2.- Individualización de los imputados:
                                       Previo a ingresar al tópico señalado en este capítulo, corresponde puntualizar, brevemente, que en cuanto a la responsabilidad  penal por la participación en los hechos que motivan esta denuncia, la ley nro. 26659, texto según ley nro. 26915, establece para el caso penas de prisión que oscilan entre 5 y 15 años (art. 7, inc. 1 y 2); siendo que en su artículo 8 individualiza las personas físicas responsables al señalar que : “Cuando alguno de los hechos previstos en el artículo precedente hubiere sido ejecutado en nombre, con la ayuda o en beneficio de una persona de existencia ideal, una asociación de hecho, o un ente que a pesar de no tener calidad de sujeto de derecho resultase obligado a los efectos fiscales a tenor de lo que dispongan las normas en dicha materia, la pena de prisión se aplicará a los directores, gerentes, síndicos, miembros del consejo de vigilancia, administradores, mandatarios, representantes o autorizados que hubiesen intervenido en el hecho punible”.

                                       Tratamiento distinto merecen las penas no privativas de la libertad. En efecto, la actual redacción del art. 9 de la citada ley establece la responsabilidad criminal que le compete a la persona de existencia ideal por los hechos previstos en los incisos 1) y 2) del art. 7°, imponiéndoles –en forma conjunta o alternativa- sanciones de multa, distintas suspensiones y cancelación de personería, entre otras.

                                     En razón de ello, deviene sustancial mencionar que, de acuerdo a los términos emergentes de la denuncia presentada, se ha podido verificar vía Internet, en los respectivos sitios web de las compañías involucradas, que las autoridades de las empresas que se encuentran realizando los hechos ilícitos que por la presente se denuncian serían las que seguidamente se indican. No obstante,  debe tenerse presente que  ello es el resultado exclusivo de la información suministrada en los sitios web de las empresas involucradas, previamente a la interposición de la denuncia,  razón por la cual estos datos deberían ser oportunamente corroborados en el marco de la investigación para la correcta individualización de los integrantes de los órganos directivos de las empresas. Sin perjuicio de ello, no puede soslayarse que el requerimiento de instrucción de sumario que se formula por el presente, tiene por fin la delimitación del objeto procesal de la causa, y que, en definitiva, la identificación de los autores y/o partícipes dependerá de las circunstancias de la causa, en la medida del avance de la investigación, de suerte tal que la enunciación siguiente no posee en absoluto ningún fin de completitud.
4.- Acompaña prueba 
Por otra parte, se adjunta al presente y se solicita se incorpore al proceso la siguiente documentación: 

a) Actuaciones administrativas individualizadas en el capítulo III (Hechos) de la denuncia formulada (CUDAP EXP-S04: 0055736/2014); allí obran agregados los antecedentes colectados y los informes producidos por diferentes áreas gubernamentales (Secretaría de Energía del Ministerio de Planificación Federal, Inversión Pública y Servicios, Secretaría de Asuntos Relativos a las Islas Malvinas, Georgias del Sur, Sandwich del Sur y los espacios marítimos circundantes en el Atlántico Sur del Ministerio de Relaciones Exteriores y Culto, y Prefectura Naval Argentina dependiente del Ministerio de Seguridad, todos ellos orientados a demostrar que las empresas se encuentran operando en forma clandestina, realizando actividades de exploración y eventual explotación en la plataforma continental argentina, lo que denota la materialidad de la conducta ilícita aquí denunciada.  Para su correcta individualización, se  han adjuntado dos DVD –cuya incorporación a esta causa también solicitamos- conteniendo, el primero de ellos –obrante a fs. 85 del expediente  CUDAP-EXP-S04:0055736/2014-, y lo siguiente: i) comunicados de prensa, informes y presentaciones publicados por las empresas involucradas; ii) documentación aportada por la Prefectura Naval Argentina (PNA) que registra el posicionamiento satelital en aguas jurisdiccionales argentinas de tres buques oceanográficos involucrados en las actividades de prospección sísmica y recolección de lecho marino y; iii) reseña de hechos a fin de facilitar la lectura de la documentación relacionada con las ilegítimas actividades de exploración de hidrocarburos en la plataforma continental argentina; y el  segundo de ellos obra a fs. 91 del expediente supra referenciado, y contiene mapas de las derrotas de los buques RAMFORM TITAL, FALCON EXPLORER y MV POSEIDON, en donde se advierte en forma palmaria el desarrollo de actividades de prospección sísmica en áreas próximas a las Islas Malvinas;

b) Expediente CUDAP: EXPE-MRE: 0040692/2014 elaborado por el Ministerio de Relaciones Exteriores y Culto, por el cual se procedió a traducir al idioma español la documentación correspondiente a las empresas que desarrollan actividades de exploración –y de futura explotación- de hidrocarburos en áreas de la plataforma continental argentina próximas a las Islas Malvinas. En este sentido, se destaca que la documentación ha sido extraída de los respectivos sitios web de las empresas involucradas en estas actividades ilícitas, motivo por el cual también se encuentra adjuntado el material original en su respectivo idioma a los efectos de ser confrontado con las traducciones realizadas;

c) Expediente CUDAP: EXPE-MRE: 0006958/2015 en virtud del cual el Ministerio de Relaciones Exteriores y Culto desarrolló la traducción al idioma español de los recientes comunicados de prensa emitidos por las empresas FOGL y ROCKHOPPER EXPLORATION plc, dando a conocer –entre otras cosas- la labor a desarrollarse en la campaña de perforación de seis pozos cuyo comienzo está previsto para marzo de 2015;

d) Expediente CUDAP: EXPE-MRE: 0008503/2015, en tanto éste da cuenta que el día 6 de marzo de 2015 las empresas FOGL y ROCKHOPPER EXPLORATION plc. Dieron a conocer el comienzo de la perforación del pozo “Zebedee”. Para ello, se valieron de los servicios prestados por la plataforma Erik Raude, que arribó a espacios marítimos argentinos el pasado 18 de febrero de 2015

e) Las resoluciones descriptas en el capítulo titulado “Lo actuado por la autoridad de aplicación”, por cuyo conducto la Secretaría de Energía, dependiente del Ministerio de Planificación Federal, Inversión Pública y Servicios, procedió a declarar clandestinas e ilegales las actividades que se encuentran desarrollando dichas empresas en la plataforma continental argentina; y además, copia de las Resoluciones por las que dicho organismo procedió a inhabilitarlas por el plazo que allí se indica, para desarrollar actividades en la República Argentina.

6.- Medidas cautelares urgentes.

La persecución de delitos de criminalidad económica compleja, entendida en términos contemporáneos y especialmente en aquellos casos en los que se encuentran comprometidos recursos públicos, no puede ser satisfecha únicamente mediante la búsqueda de una sanción penal, sino que -para ser abordada en su complejidad- debe comprender necesariamente el recupero de los activos de origen ilícito. 

La importancia de esta premisa, consonante con los compromisos asumidos por el Estado argentino a nivel internacional, fue sintetizada por la Corte Suprema de Justicia de la Nación a partir de la máxima que sostiene que “los jueces tienen el deber de resguardar (…..) dentro del marco constitucional estricto la razón de justicia, que exige que el delito comprobado no rinda beneficios”
. 

Sin embargo, su relevancia a nivel político criminal fue reconocida a partir del dictado de la Resolución PGN 129/09, que instruyó a los fiscales para que, una vez acreditados mínimamente los requisitos de procedibilidad, requiriesen al juez interviniente el embargo preventivo de los bienes correspondientes, dirigido –según su caso- al aseguramiento del eventual decomiso de los bienes instrumento, producto, provecho o efecto relacionado con el delito (embargo con fines de decomiso, aplicable a casos de investigación de “ruta del dinero”) o a garantizar la ejecución de una eventual pena pecuniaria, indemnización civil y costas del proceso (denominado coloquialmente “embargo tradicional”).

En tal sentido, se precisó que: “a) Hasta tanto se establezca la ruta del dinero o cuando no se pueda determinar el destino dado al producto del delito, deberá requerirse el embargo preventivo de los bienes suficientes para asegurar la indemnización civil, o la inhibición general en el caso de que luego de realizada la investigación patrimonial no se individualizaren bienes. Todo ello, de conformidad con lo previsto en el artículo 518 del Código Procesal Penal de la Nación. 

b) Cuando exista la sospecha, o la certeza, de que determinado bien o determinada suma de dinero se encuentra vinculada a la maniobra ilícita investigada, deberá requerirse su embargo preventivo a los fines del decomiso con fundamento en el artículo 232 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación
, pues la finalidad que se persigue con este embargo es distinta a aquella que se prevé con la medida cautelar prevista por el Código Procesal Penal de la Nación. 

c) Cuando se determine que en el hecho investigado los imputados se valieron de algún modo, en su actuación, de una persona jurídica corresponderá que se proceda también a solicitar el embargo preventivo de los bienes o dinero que componen el patrimonio de ésta, con iguales alcances a los señalados en los puntos ‘a’ y ‘b’.”
 

Por otra parte, debemos puntualizar que en el caso que aquí nos ocupa se advierten elementos que hacen al debido cumplimiento de los requisitos exigidos para el dictado de disposiciones de esta naturaleza. Nos referimos, claro está, a la verosimilitud del derecho y peligro en la demora. Comenzaremos por el primero.

Sobre este tópico, nuestro Máximo Tribunal ha afirmado que: “Las medidas cautelares no exigen de los magistrados el examen de la certeza sobre la existencia del derecho pretendido, sino sólo su verosimilitud. Es más, el juicio de verdad en esta materia se encuentra en oposición a la finalidad del instituto cautelar, que no es otra que atender a aquello que no excede del marco de lo hipotético, dentro de lo cual, asimismo agota su virtualidad”
. Y que “la fundabilidad de la pretensión que constituye su objeto [el del proceso cautelar] no depende de un conocimiento exhaustivo y profundo de la materia controvertida en el proceso principal, sino de un análisis de mera probabilidad acerca de la existencia del derecho discutido. Ello es lo que permite que el juzgador se expida sin necesidad de efectuar un estudio acabado de las distintas circunstancias que rodean toda relación jurídica. De lo contrario, si estuviese obligado a extenderse en consideraciones al respecto, peligraría la obligación que pesa sobre él de no prejuzgar, es decir de no emitir una opinión o decisión anticipada -a favor de cualquiera de las partes- sobre la cuestión sometida a su jurisdicción”.

Por otra parte, es preciso recordar que hace largo tiempo la jurisprudencia ha abandonado el criterio según el cual, para la adopción de medidas cautelares en el proceso penal, sería preciso contar con el grado de convicción exigido por el art. 306 del Código Procesal Penal de la Nación.

Y a tal punto ello ha sido así que se ha sostenido que: “Si bien es cierto que los estándares de probabilidad requeridos por la última parte del art. 518 del Código Procesal Penal (“elementos de convicción suficientes”), y por el inciso primero del art. 230 del Código Procesal Civil y Comercial (“verosimilitud del derecho”), son asimilables al exigido por el art. 294 (“motivo bastante para sospechar”), el formal llamado a prestar declaración indagatoria no es requisito indispensable para el dictado de una medida precautoria en el proceso penal”.

Esta misma dirección fue seguida por la Procuración General de la Nación al dictar la mencionada Resolución n° 129/2009 donde, con apoyatura en algunos de los precedentes citados, se sostuvo que “no hay motivos para sostener que el estándar probatorio requerido para que proceda una medida cautelar en el proceso penal sea idéntico al requerido para la convocatoria del artículo 294 del código de forma o para el dictado de un auto incriminatorio”.
Ahora bien, trazado este marco, es preciso señalar que, si bien en la presente causa se encuentra en una instancia incipiente del proceso, existen serios indicios de que las compañías mencionadas -dadas sus propias manifestaciones públicas, publicadas en diversos medios de comunicación-, no sólo habrían concluido extensas tareas de investigación del lecho submarino situado en la plataforma continental argentina –lo cual se condice con el derrotero de sus buques informado por la Prefectura Naval Argentina-, sino que incluso habrían iniciado la perforación del primer pozo exploratorio en el mes de marzo del año en curso y tendrían planificado llevar adelante actividades de idéntica naturaleza en otras cinco ubicaciones situadas en las cuencas norte y sur de las Islas Malvinas.
En tales condiciones, es posible afirmar que se cuenta con elementos de convicción de entidad para sospechar seriamente de la efectiva comisión de un hecho delictuoso que podría traducirse en un perjuicio de considerable importancia para el patrimonio nacional. 

A nuestro modo de ver, tal motivo resulta suficiente para afirmar la existencia de verosimilitud del derecho.

Por otro lado, en lo que respecta al peligro en la demora, cabe destacar que existe consenso, tanto en doctrina como en jurisprudencia, respecto a que esta condición se verifica por la mera extensión temporal que lleva ínsita el proceso.
En este sentido, ha sido elocuente la Cámara Nacional en lo Civil al sostener que: “Se ha decidido reiteradamente que las medidas cautelares deben acordarse con amplitud de criterio, para evitar que los pronunciamientos que dan término al proceso resulten inocuos. Lo mismo puede decirse del peligro en la demora cuando existe la eventual posibilidad de que una vez dictada sentencia en el juicio, no haya bienes para responder a la condena en caso de ser acogida la demanda (cf. Martínez Botos, "Medidas cautelares", p. 63, año 1999 y jurisprudencia allí citada). El peligro en la demora a los efectos de la medida precautoria surge de la sola duración del juicio; la prolongación de un tiempo más o menos prolongado crea siempre un riesgo a la justicia (cf. Falcón, ‘Código Procesal...’, T. 11,p. 235, año 1983)”

En el caso que nos ocupa, además de este variable, existen otras de suma relevancia sobre las cuales debe tenerse especial consideración.

En primer lugar, como se viene señalando, existen elementos para sostener que –como mínimo- se encuentra en curso la exploración -la que, en el caso que nos ocupa, lleva ínsita la extracción hidrocarburos- del subsuelo submarino bajo soberanía argentina, con el daño económico y posibilidad de daño ecológico para el Estado Argentino y sus habitantes, hallándose así cumplidos con los requisitos previstos por la CSJN –“Provincia de Neuquén”, fallo 329:803 del 21/3/06; “Capatti, Gustavo Jorge c/ Provincia de Buenos Aires s/acción declarativa de inconstitucionalidad” fallo 330:5226 del 18/12/07; y “Efron SRL c/Administración Federal de Ingresos Públicos”, fallo 327:5521 del 7/12/04; entre otros-.

Además, debe tenerse en cuenta que, dentro de los activos que se pretende sean objeto de identificación, localización y posterior embargo, se encuentra el material hidrocarburífero (bien fungible y fácilmente enajenable), el cual, dadas las características mencionadas, debe considerarse como un factor de riesgo de alta incidencia. 

A ello, corresponde resaltar la particular circunstancia de que, en el marco del plan criminal pergeñado por las empresas en cuestión, el producto de las extracciones practicadas podría ser retirado del país en forma inminente, lo cual se evitaría en caso de adoptarse las medidas necesarias en forma oportuna. 

En conclusión, la demora innecesaria en la adopción de medidas que limiten la disposición de un bien de esta naturaleza podría frustrar la misión que compete al Estado en materia de recupero de bienes obtenidos a través de medios delictivos. En este punto, debe recordarse que, al no encontrarse previsto en la legislación argentina el instituto del “decomiso por el valor” o “decomiso sustitutivo” (que permitiría aplicar este instituto a otros bienes que compongan el patrimonio de los imputados), la omisión de actuar en el momento adecuado podría provocar que, de no desentrañarse luego el destino otorgado a los recursos energéticos en cuestión, sea imposible materializar esta pena accesoria.
Por otra parte, es necesario efectuar una serie de consideraciones vinculadas exclusivamente al mencionado “embargo tradicional”, dirigido -reiteramos- a satisfacer una eventual sanción pecuniaria, indemnización civil y las costas del proceso. 

En primer lugar, es importante destacar que, además de la pena privativa de la libertad, para los delitos aquí investigados, el Código Aduanero prevé “una multa de cuatro a veinte veces el valor en plaza de la mercadería objeto de delito…” (art. 876), que, de no ser garantizada en esta instancia, podría tornarse de imposible aplicación en caso de que el proceso culminara con una sentencia condenatoria. 

Por otra parte, el hecho de que los sucesos aquí investigados aún continúen ejecutándose no deja lugar a duda respecto de la vigencia de la eventual acción de civil por parte del fisco nacional, dirigida a la obtención de la indemnización correspondiente (art. 4.037 del Código Civil).

Finalmente, en lo que respecta a las costas del proceso, no es necesario efectuar mayores aclaraciones, en tanto, de arribarse a una eventual condena, ellas –como principio general- corresponderán a quienes eventualmente resulten imputados, que responderán forma solidaria con las personas jurídicas de la que se hubiesen valido para llevar adelante la maniobra (arts. 887 y 888 del CA y art. 531 del CPPN).  
8.- Petitorio:
Por todo lo expuesto en el presente dictamen, se solicita al órgano jurisdiccional que, sin perjuicio de las diligencias de interés que desde esa sede se estimen conducentes, y de aquellas cuya conveniencia pudiere resultar a partir de la investigación, en cumplimiento de las finalidades del art. 193 CPPN, se ordene la producción de las siguientes:

A.- Se ordene la instrucción de sumario tendiente a investigar la totalidad de los hechos traídos a consideración;

B.- Se incorpore como prueba la documentación individualizada en el apartado 4 de este dictamen. 

C.- Se practiquen las medidas probatorias y cautelares sugeridas en los puntos 5 y 6, respectivamente.

D.- Una vez individualizadas y habidas las personas físicas indicadas, se les reciba declaración indagatoria a tenor del art. 294 del CPPN.
Tierra del Fuego,  21  de abril de 2015.
� Dichos acuerdos farm out fueron anunciados por FOGL mediante comunicados de prensa del 6/8/2012 y del 26/6/2012, respectivamente, conforme se denuncia. 


�  V. fs. 6 del expte. CUDAP: EXPE-MRE 0008503/2015.


� V. comunicado de prensa de FOGL del 16/4/13 cuya traducción obra a fs. 460 del expte. CUDAP: EXPE-MRE 0040692/2014.


� V. comunicado de prensa de FOGL del 2/2/2015 cuya traducción  obra a fs.13 del expte. CUDAP: EXPE-MRE 0006958/2015.


� Comunicados de prensa  de FOGL del 6/6/2013  (Expte.   CUDAP: EXPE-MRE 0040692/2014)   y del 2/2/2015.


� Comunicado del 2/2/15 (v. fs.  6 y ss. del expte. CUDAP: EXPE-MRE 0008503/2015.


� Fs. 89 y 90 del expte. CUDAP: expe-S04:0055736/2014.


� Comunicado del 3/3/2015 (v. nota al pie 6).


� V. fs. 350 y ss. del expte. CUDAP: EXPE-MRE 0040692/2014.


�  V. fs. 88 del expte. CUDAP:EXP-S04:0055736/2014.


�  Comunicado del 4/6/14 obrante a fs. 463 del CUDAP EXPE-MRE: 040692/2014.


�  Comunicado del 16/4/13.


� Informe semestral del 30/6/13 e informe del 31/12/13, que obran respectivamente a fs. 337 y 350 del expte. EXPE-MRE 0040692/2014.


� Ver fs. 336 y ss., 464569, 575, 567 y 575 del EXPE-MRE 0040692/2014.


� Ver fs. 13/14 y 16/17 del expte. CUDAP EXPE-MRE 0006958/2015.


� Comunicado del 3/3/15, v. fs. 6 del EXPTE-MRE 0008503/2015.


� V. fs. 6 y 8 del expte. CUDAP: EXPE-MRE: 0008503/2015.


� Cf. Art. 9 del C.A.


� Cf. Art. 3, inc. a) del  C.A.


� El análisis aquí propuesto -y que continúa en los párrafos siguientes- se corresponde con el delineado en la Resolución PGN nro. 98/10.  


� Sólo se regula la importación desde aquella zona al territorio aduanero general (Art. 586 del C.A.).


� Ver asimismo Disposición PNA 14/2010.


� Capítulo 89 de la Sección XVII de la Nomenclatura Común del Mercosur.


� Capítulo 27 de la Sección V de la Nomenclatura Común del Mercosur.


� Si bien el mencionado artículo determina especiales casos de clandestinidad, en su parte final establece una cláusula abierta para receptar otras formas de comisión: “…o de cualquier otro modo la sustrajere al control que corresponde ejercer al servicio aduanero sobre tales actos”.


� Según la reforma establecida por la Ley 25.986, la escala penal para estos delitos es de cuatro a diez años.


� Incisos a) e i), respectivamente.


� CSJN, Fallos: 283:66; 254:320; 320:277 del 5/03/1997; 320:1038 del 19/05/1997; 320:1472 del 15/07/1997; 320:1717 del 12/08/1997; 321:2947 del 21/11/1998; 323:929 del 4/05/2000 y 325:3118 del 16/11/2002. 


� A partir de la reforma introducida por la ley 26.683, esta medida cautelar también se encuentra regulada en el artículo 23 del Código Penal.


� Esta instrucción general, a su vez, fue complementada por la Resolución PGN n° 134/2009, que instruyó a los fiscales para que, “en el marco de las investigaciones que se lleven a cabo por hechos de corrupción, narcotráfico, lavado de dinero, trata de personas, evasión tributaria, contrabando y demás delitos relacionados con la criminalidad económica, realicen -en forma simultánea a las medidas destinadas a lograr el esclarecimiento del hecho ilícito-, la investigación patrimonial de cada una de las personas involucradas”.


� CSJN Fallos 306:2060 del 20/12/1984.


� CSJN Fallos 314:711 del 24/07/1991.


� Para comenzar con dicho proceso, ella se ha apoyado en el propio texto legal, cuyo último párrafo sostiene que “las medidas cautelares podrán dictarse antes del auto de procesamiento, cuando hubiese peligro en la demora y elementos de convicción suficientes que las justifiquen”.


� CNCC, Sala I -Bruzzone, Barbarosch, Rimondi-, “Zambón, María Luisa s/ medida de no innovar”, rta. 27/10/2005.


� C.N.Civ, Sala B, reg. 488277, “Guerriero, Juan Roberto y otro c/Mutual Rivadavia de Seg. de Transporte Público de Pasajeros s/art. 250 C.P.C. incidente civil”, rta. 27/09/2007.





